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                       EXP. Apel. auto.  66594-31-89-001-2016-00083-01
_____________________________________________________________________________________________

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:


Auto  – 14 de julio de 2017 –Impugnación desistimiento tácito

Proceso: 



Unión marital de Hecho –UMH-
Radicación Nro. :
  

66594-31-89-001-2016-00083-01
Demandante:


ANA YINED TIQUE CALDERÓN
Demandado:


HERMES AVILEZ MUÑÓZ
Magistrado Sustanciador:  

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Temas: 



UNIÓN MARITAL DE HECHO – IMPUGNACIÓN DESISTIMIENTO TÁCITO – INCUMPLIMIENTO DE CARGAS – NOTIFICACIONES –CONFIRMA - … el Tribunal se ocupará de analizar, si efectivamente la parte apelante realizó o no la carga procesal de notificación a la demandado, que le fue impuesta por el juzgado en el término dispuesto para ello –esto es 30 días- y en consecuencia, el grado de acierto o no de la decisión del funcionario judicial de primer nivel, al decretar el desistimiento tácito, conforme al artículo 317 del C.G.P.
(…)
En este sentido, consta en el expediente que, bajo la normatividad precitada específicamente acudiendo a la regla contenida en el numeral 1, el Juzgado de primera instancia en providencia de 8 de noviembre de 2016 (fl.40) requirió a la parte demandante para que en el término de 30 días contados a partir del día siguiente a la notificación por estado, realizara las diligencias tendientes a lograr la notificación de la parte pasiva. Plazo en el que, en efecto, no se actuó en tal forma. 

Es evidente el abandono de la actuación por parte de la demandante, quien pese a que afirma si cumplió con la carga procesal, lo cierto es que de tal actuar no dio cuenta al juzgado y es que se observa que, en la misma calenda del auto que se hizo el llamado de por el juzgado – 8-11-16-, procedió la togada a remitir comunicación de notificación a la parte pasiva (fl. 50 vto), y de tener como lo afirma, una vigilancia del proceso, era conocedora del fin que tendría el asunto de no acatar lo mandado por el despacho, entonces ha debido acercar las diligencias adelantadas hasta entonces, a más que si el demandado le comunicó sobre su notificación el 19 de diciembre de 2016, tampoco concurrió al despacho al reintegro de la vacancia judicial y dar cuenta de lo que hoy expone en esta instancia, pues el desistimiento tácito tuvo lugar solo hasta el 9 de febrero de 2017.  

 Vistas así las cosas, para el Tribunal, ninguna gestión real y efectiva cumplió la parte demandante y todo estaba dado para que este proceso terminara por desistimiento tácito art. 317 CGP.
--------------------------------------------------------------------------------------------
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala de Decisión Civil Familia
Magistrado: EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Pereira, catorce (14) de julio de 2017

Expediente 66594-31-89-001-2016-00083-01
      ________________________________________
I. Asunto

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la señora ANA YINED TIQUE CALDERÓN, contra el auto de 9 de febrero de “2016”, proferido por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, dentro de la declaración de unión marital de hecho, existencia, disolución y liquidación de sociedad patrimonial, promovida por la apelante frente al señor HERMES AVILEZ MUÑÓZ.
II. Antecedentes

1. La mentada demanda fue presentada el 25 de abril de 2016, el 6 de mayo del mismo año se admitió y se ordenó notificar a la parte pasiva.
2. La actora solicitó la práctica de medidas cautelares y, previa caución, por auto del 16 de junio se decretó el embargo y secuestro requerido, para lo cual se comisionó al Juez Promiscuo Municipal de Guática, Risaralda, diligencia que se verificó el 19 de julio de 2016. 

3. El 8 de noviembre pasado, de conformidad con el artículo 317 del CGP, se requirió a la parte demandante para que cumpliera con la carga procesal pendiente para dar continuidad al trámite de la demanda, “como lo es realizar las gestiones necesarias para lograr la notificación al demandado”. Otorgó un plazo de 30 días so pena de dar aplicación a las sanciones de que trata la norma en cita. 
4. Para el 9 de febrero de 2017, el despacho judicial decreta el desistimiento tácito, levanta la medida de embargo, ordena rendir informe por el secuestre, condena en costas a la parte actora y dispone el archivo del expediente, porque, no obstante el requerimiento que se le hizo a la demandante para que realizara las gestiones necesarias tendientes a lograr la notificación del demandado, no ha cumplido con dicha carga procesal, primordial para continuar con el trámite del proceso.

6. Frente a la anterior decisión, la parte demandante, repuso y en subsidio apeló. Sostiene la togada que, la carga procesal instada por el despacho se cumplió, toda vez que mediante el servicio postal 4-72 envió el día 8 de noviembre de 2016, notificación personal al señor Hermes Aviles Muñóz y dado que este correo no tiene cobertura en el área rural, la notificación estuvo en lista por 30 días, en el Centro Operativo de Anserma Caldas, después de este tiempo fue devuelta a su remitente. 

Que el demandado, a su vez fue notificado vía telefónica, de igual forma se le manifestó que en citado correo estaba la notificación personal, de ser posible debía reclamarla, de no hacerlo se acercara al juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía a notificarse personalmente. 
Dice, el 19 de diciembre del mismo año, el señor Aviles Muñóz se acercó a su oficina manifestando que ese mismo día había sido notificado en el juzgado, haciéndose evidente dicha manifestación ya que exhibió el traslado de la demanda. Por ello, no se presentó constancia de envío de la notificación personal enviada por el correo. 

Aclara que, durante el tiempo en que la notificación estuvo retenida estuvo pendiente en el despacho para conocer si el demandado se había notificado y si había contestado la demanda, mostrando un interés dentro del proceso.  

7. El despacho se mantuvo en su decisión y concedió la alzada ante esta instancia.  

III. Consideraciones

1. El recurso es procedente de conformidad con el artículo 317 del C.G.P., y esta Corporación es competente para conocer del mismo, ya que es el superior funcional de quien profirió la providencia confutada.  De otra parte, la alzada fue interpuesta por la parte perjudicada con la decisión y ha sido debidamente sustentada.
2. Visto lo anterior, el Tribunal se ocupará de analizar, si efectivamente la parte apelante realizó o no la carga procesal de notificación a la demandado, que le fue impuesta por el juzgado en el término dispuesto para ello –esto es 30 días- y en consecuencia, el grado de acierto o no de la decisión del funcionario judicial de primer nivel, al decretar el desistimiento tácito, conforme al artículo 317 del C.G.P.
 Al respecto ha se señalarse que dicha norma, contentiva de la figura en comento, preceptúa:
“El desistimiento tácito se aplicará en los siguientes eventos:
1. Cuando para continuar el trámite de la demanda, del llamamiento en garantía, de un incidente o de cualquiera otra actuación promovida a instancia de parte, se requiera el cumplimiento de una carga procesal o de un acto de la parte que haya formulado aquella o promovido estos, el juez le ordenará cumplirlo dentro de los treinta (30) días siguientes mediante providencia que se notificará por estado.
Vencido dicho término sin que quien haya promovido el trámite respectivo cumpla la carga o realice el acto de parte ordenado, el juez tendrá por desistida tácitamente la respectiva actuación y así lo declarará en providencia en la que además impondrá condena en costas.
El juez no podrá ordenar el requerimiento previsto en este numeral, para que la parte demandante inicie las diligencias de notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, cuando estén pendientes actuaciones encaminadas a consumar las medidas cautelares previas.
2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en cualquiera de sus etapas, permanezca inactivo en la secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza ninguna actuación durante el plazo de un (1) año en primera o única instancia, contados desde el día siguiente a la última notificación o desde la última diligencia o actuación, a petición de parte o de oficio, se decretará la terminación por desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento previo. En este evento no habrá condena en costas o perjuicios a cargo de las partes.  (…)”

3. Como puede verse, dos son las hipótesis contempladas en los numerales de la norma que se acaba de citar. 

3.1. La primera –la del numeral 1-, que guarda similitud con el desistimiento de la Ley 1194 de 2008; del que dijo la Corte Constitucional limita derechos fundamentales, por eso, es caracterizada a menudo como sanción, y pretende disuadir a las partes procesales de acudir a prácticas dilatorias –voluntarias o no-, en el trámite jurisdiccional; estimula al sujeto procesal concernido a ejercer su derecho de acceso a la administración de justicia, a que respete el debido proceso y cumpla sus deberes de colaborar con el buen funcionamiento de la administración de justicia, sin sorprender a la parte ni desconocer sus derechos procesales
.

3.1.1. En este evento, se precisa que podrá decretarse el desistimiento tácito, siempre y cuando concurran conjuntamente las siguientes circunstancias condicionales: (i) se trate de un proceso o actuación judicial promovidos a instancia de parte, y (ii) su continuación o prosecución dependa del cumplimiento de una carga procesal o un acto de quien promovió la ritualidad; acto del que se dice “debe ser absolutamente indispensable para la continuidad del proceso o actuación, ello es, que el proceso se encuentra estancado y la única forma de superar ese obstáculo sea la ejecución de un acto pendiente por parte del demandante o peticionario”
.

3.1.2. Ante dicha situación, se compele al juzgador a cumplir un presupuesto de naturaleza procedimental, consistente en el llamamiento o requerimiento a la parte o interviniente incumplidos, a efectos que se dispongan a ejecutar el acto debido, en un término puntual de 30 días; todo lo cual se contendrá en un auto que a su vez se notificará por estado.  Si el plazo otorgado concluye sin el cumplimiento de la prestación pendiente, el ordenamiento manda que el Juez tenga por desistida tácitamente la actuación, lo que de suyo conlleva la terminación de la misma.  Además, implica la condena en costas, como expresamente lo prescribe la disposición en comento, ratificando que se trata de una verdadera sanción.

3.2. A su turno, la segunda eventualidad –la del numeral 2 de la norma-, demanda para su operatividad que el proceso o actuación de cualquier naturaleza en primera o única instancia, en cualquiera de sus etapas, permanezcan inactivos en la secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza actuación alguna durante un (1) año, contado desde el día siguiente a la última notificación o desde la última diligencia o actuación.  Ocurrido lo anterior, a petición de parte o de oficio, se decretará la terminación por desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento previo.  Según el literal b) del artículo 317 “Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del demandante o auto que ordena seguir adelante la ejecución, el plazo previsto en este numeral será de dos (2) años.”
4. En este sentido, consta en el expediente que, bajo la normatividad precitada específicamente acudiendo a la regla contenida en el numeral 1, el Juzgado de primera instancia en providencia de 8 de noviembre de 2016 (fl.40) requirió a la parte demandante para que en el término de 30 días contados a partir del día siguiente a la notificación por estado, realizara las diligencias tendientes a lograr la notificación de la parte pasiva. Plazo en el que, en efecto, no se actuó en tal forma. 
Es evidente el abandono de la actuación por parte de la demandante, quien pese a que afirma si cumplió con la carga procesal, lo cierto es que de tal actuar no dio cuenta al juzgado y es que se observa que, en la misma calenda del auto que se hizo el llamado de por el juzgado – 8-11-16-, procedió la togada a remitir comunicación de notificación a la parte pasiva (fl. 50 vto), y de tener como lo afirma, una vigilancia del proceso, era conocedora del fin que tendría el asunto de no acatar lo mandado por el despacho, entonces ha debido acercar las diligencias adelantadas hasta entonces, a más que si el demandado le comunicó sobre su notificación el 19 de diciembre de 2016, tampoco concurrió al despacho al reintegro de la vacancia judicial y dar cuenta de lo que hoy expone en esta instancia, pues el desistimiento tácito tuvo lugar solo hasta el 9 de febrero de 2017.  

5. Vistas así las cosas, para el Tribunal, ninguna gestión real y efectiva cumplió la parte demandante y todo estaba dado para que este proceso terminara por desistimiento tácito art. 317 CGP. 
6. Sobre esta figura procesal, es importante recordar que la parte que descuida o abandona un proceso incumple con el deber constitucional de colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia (art. 78 del CGP); vulnera la garantía a un debido proceso, puesto que desatiende las cargas y deberes que los códigos de procedimiento le imponen y provoca la infracción de caros principios de la administración de justicia, como los de eficiencia, eficacia, economía y celeridad.

7. Estas breves apreciaciones bastan para convalidar la providencia objeto de alzada. No efectuara condena en costas, dado que no se acreditó su causación.
IV. Decisión
Por las razones expuestas, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil-Familia Unitaria, CONFIRMA el auto del 9 de febrero de 2016, proferido por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, en cuanto declaró el desistimiento tácito en el presente proceso.
Sin costas.

Notifíquese, 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
  Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia C-1186 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Criterio expresado por el ICDP al intervenir en el trámite de la demanda de inconstitucionalidad de la Ley 1194 de 2008.
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